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Exp. 1133/2022-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 1133/2022/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********EN SU CARÁCTER DE REPRESENTANTE LEGAL DE LA PERSONA MORAL DENOMINADA**********

	|
DEMANDADA: DIRECCIÓN DE CATASTRO MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE MEXQUITIC DE CARMONA, S.L.P.
                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., nueve de junio del dos mil veintitrés. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 1133/2022/2, promovido por la C. **********en su carácter de Representante Legal de la persona moral denominada**********, señalando como autoridad demandada a la Dirección de Catastro Municipal del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., y,

R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el treinta de noviembre del dos mil veintitrés, la C. **********en su carácter de Representante Legal de la persona moral denominada**********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo señalando como autoridad demandada a la Dirección de Catastro Municipal del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., y como acto impugnado el siguiente.

“El acto administrativo que se impugna es el oficio No. **********, de fecha 8 de noviembre de 2022, emitido por la Lic. **********, Directora de Catastro del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona.”

II.- Mediante proveído de quince de diciembre del dos mil veintidós, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días manifestara lo que a su derecho conviniera, apercibida que en caso de no hacerlo, se declararía por precluido el derecho correspondiente y se le tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. 

Así mismo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del ordenamiento procesal administrativo para el Estado, se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en el escrito inicial de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la demanda.

Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 del de los Lineamientos para la Notificación Electrónica, publicados en el Periódico Oficial del Estado de fecha quince de septiembre de dos mil veinte, se requirió a la parte actora para que manifestara por escrito, si era su voluntad que las actuaciones procesales dictadas en el presente juicio le fueran notificadas por medio del Buzón Electrónico, para lo cual debería formular su registro correspondiente ante la Secretaria General de Acuerdos de este Tribunal o bien a través de su página de internet ingresando a la liga: https://tejaslp.gob.mx/buzon_notificacion.html, a efecto de que le fuera asignado un correo electrónico del dominio de este Tribunal y la clave de acceso correspondiente para su ingreso al Buzón Electrónico, debiendo informar del trámite realizado a esta Segunda Sala; en el entendido que de no realizar manifestación alguna, las notificaciones que serían de manera tradicional conforme a las reglas establecidas en los artículos 37 y 38 del Código Procesal Administrativo para el Estado vigente. 
Además se ordenó notificar mediante oficio, al Presidente Municipal del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., en su carácter de superior jerárquico de la autoridad demandada; en su domicilio oficial ubicado en Mexquitic de Carmona, S.L.P.
II.- Mediante proveído de nueve de febrero del dos mil veintitrés, se dio cuenta con el oficio **********, recibido con el folio ********** en el buzón de promociones de este Tribunal, el treinta de enero del año en curso; firmado por la licenciada **********, quien compareció en su carácter de Directora de Catastro del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P.; visto el contenido del mismo, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda y por objetando las pruebas ofrecidas por la parte actora, a las que hace referencia en su escrito de contestación; ordenándose correr traslado a la parte actora, para los efectos legales que en su derecho correspondiera.
Así mismo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del ordenamiento procesal administrativo para el Estado, se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en el escrito inicial de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la demanda.

A la parte actora, las pruebas consistente en:

· Copia certificada del Instrumento Notarial número  **********, del tomo ********** del protocolo a cargo del Notario Público **********, con ejercicio en esta ciudad capital.
· Copia fotostática simple de la boleta con folio **********, expedido por la Dirección de Catastro Municipal del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P.
· Acuse de recibo del escrito presentado por la parte actora ante la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de Mexquitic, de fecha diecisiete de octubre de dos mil veintidós.
· Original del oficio **********, expedido en fecha ocho de noviembre de dos mil veintidós, por la Directora de Catastro Municipal del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P.
· Avalúo Catastral con folio **********, que la parte actora referee corresponde al predio “**********”, que detalla en el punto 5, del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
· Copia fotostática simple del Instrumento Notarial número trece mil quinientos treinta y tres, del tomo trescientos veintiocho del protocolo a cargo del Notario Público 18, con ejercicio en el Primer Distrito Judicial; que detalla en el punto 6 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
· Plano cartográfico que detalla en el punto 7 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
· Impresión de imágenes a calor que detalla en el punto 8 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.
A la autoridad demandada se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las documentales siguientes:
· La presuncional legal y humana.
· La instrumental de actuaciones.
Finalmente, se señalaron las once horas del ocho de marzo del año que transcurre, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, precisando que debido al fenómeno de salud pública, a partir del Virus SARS CoV2 (COVID-19) y a que las pruebas a desahogar en la audiencia final eran meramente documentales, la audiencia se celebraría sin la asistencia de las partes. 

III.- En la fecha y hora indicadas - once horas del ocho de marzo del año que transcurre-  tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos de la Sala dio lectura al escrito de demanda y de contestación e hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza. Enseguida hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. Acto continuo en periodo de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes y finalmente se citó para resolver.

IV.- En proveído de fecha veintiséis de abril del año en curso, se dio cuenta con los escritos firmados por ********** Representante Legal de la persona moral denominada “**********.; mediante los cuales ofreció como prueba superveniente copia certificada de la boleta catastral con número de recibo de pago **********, con sello de pago de fecha doce de marzo de dos mil veintitrés, emitido por la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., respecto del predio denominado “**********”, con clave catastral **********; por tanto, se le tuvo a la accionante como prueba documental superveniente la copia certificada de la boleta catastral ya precisada y se ordenó dar vista a la autoridad demandada, para que en el término de tres días hábiles, manifestara lo que a sus intereses conviniera respecto de la citada probanza.
Además, atento a lo solicitado por la parte actora, en la parte final del escrito recibido en la oficialía de partes de este Tribunal el diecisiete de marzo de dos mil veintitrés, se le tuvo por hecha la manifestación que se hiciera caso omiso al ofrecimiento y desahogo de la prueba ofrecida en el ocurso presentado ante este Tribunal el dieciséis de marzo de dos mil veintitrés. 
V.- Por acuerdo de veintiséis de mayo del dos mil veintitrés, se tuvo a la autoridad demandada, por no realizando manifestación alguna en relación a la prueba superveniente ofrecida por la parte actora, en el término legal que le fue concedido; haciendo la precisión que la valoración de dicha probanza quedaba en reserva para el momento del dictado de la sentencia y dado que con fecha ocho de marzo del presente año, se llevó a cabo la audiencia final en la que se citó para resolver; se ordenó el dictado de la sentencia definitiva.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar de oficio la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

Suscribe la demanda la C. **********, en su carácter de apoderado legal de la persona moral denominada **********, parte actora en el presente juicio, cuyo apoderado acredita su personalidad con la copia certificada del Poder General para Actos de dominio,  Administración, pleitos y cobranzas;  contenido en el Instrumento Notarial número **********, tomo ********** del protocolo a cargo del Licenciado **********, Notario Público número ********** con ejercicio en esta Capital, del Estado de San Luis Potosí, mismo que se encuentra agregado en autos a folios 26 a la 32.
La legitimación en el proceso de la parte actora se encuentra plenamente acreditado, ya que el acto impugnado en el presente juicio lo constituye el “oficio No. **********, de fecha 8 de noviembre de 2022, emitido por la Lic. **********, Directora de Catastro del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona:”, en los que aparece como destinatario el ahora actor **********en su carácter de apoderado legal de la persona moral denominada**********documentos visibles a fojas 50 y 51 de autos, de ahí que resulta innegable que la compareciente cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.
Tocante a la autoridad demandada, compareció la licenciada **********, en su carácter de Directora de Catastro del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P.; quien acreditó su personalidad en términos de el artículo 220 segundo y tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado, con la copia certificada de su nombramiento respectivo, documental visible en la foja 90 del expediente en que se actúa.
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad de la determinación contenida en el oficio No. **********, emitido con fecha ocho de noviembre del dos mil veintidós, por la licenciada **********, en su carácter de Directora de Catastro del H. Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., mediante el cual se le da a conocer el monto del impuesto predial, del predio denominado “**********” a nombre de **********, con clave **********.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna que se haga valer de oficio, por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte Actora en su escrito de demanda, se localizan de fojas de la 04 a la 24 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO."
SEXTO.- A juicio de la Magistrada titular de la Segunda Sala, quien en acatamiento a lo señalado en el artículo 250 último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, advierte que del estudio oficioso, realizado a las constancias que integran el presente juicio, se desprende que el documento impugnado carece del fundamento relativo a la competencia de la autoridad emisora, resultando con ello se declare la nulidad del mismo.

Para una mayor comprensión, en principio es necesario establecer que del contenido de la citada disposición normativa, se deduce el imperativo para la titular de esta Sala Unitaria, de analizar de oficio la competencia de la autoridad emisora del acto de molestia,
 obligación que si bien implica el estudio de la competencia de la autoridad, también encierra que se analice, si el acto impugnado contiene el fundamento debido, de la competencia de la autoridad que emite el acto de molestia. 
La anterior facultad-obligación, se obtiene del siguiente criterio jurisprudencial:

“COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El artículo 238, penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la Federación y su correlativo 51, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, establece que ese Tribunal podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada. Al respecto debe decirse que ese estudio implica todo lo relacionado con la competencia de la autoridad, supuesto en el cual se incluye tanto la ausencia de fundamentación de la competencia, como la indebida o insuficiente fundamentación de la misma, en virtud de que al tratarse de una facultad oficiosa, las Salas fiscales de cualquier modo entrarán al examen de las facultades de la autoridad para emitir el acto de molestia; lo anterior con independencia de que exista o no agravio del afectado, o bien, de que invoque incompetencia o simplemente argumente una indebida, insuficiente o deficiente fundamentación de la competencia. Cabe agregar que en el caso de que las Salas fiscales estimen que la autoridad administrativa es incompetente, su pronunciamiento en ese sentido será indispensable, porque ello constituirá causa de nulidad de la resolución impugnada; sin embargo, si considera que la autoridad es competente, esto no quiere decir que dicha autoridad jurisdiccional necesariamente deba pronunciarse al respecto en los fallos que emita, pues el no pronunciamiento expreso, simplemente es indicativo de que estimó que la autoridad demandada sí tenía competencia para emitir la resolución o acto impugnado en el juicio de nulidad.”
 (El subrayado es nuestro.)

En ese orden, como premisa mayor debemos considerar que la Constitución General del País establece, que todo acto dictado en agravio de los particulares deberá emitirse por autoridad dotada de competencia legal para ello,
 pues en un sentido jurídico general, la competencia es la aptitud o potestad asignada legalmente a un órgano de autoridad para actuar con plena validez en determinado sentido, es decir, el conjunto de facultades otorgadas por la ley a las autoridades para que su actuación se vea comprendida dentro de esa esfera de atribuciones, aspecto que encuentra su fundamento en el artículo 16 de la Constitución Federal, pues este numeral se refiere a la competencia y límites fijados para la actuación de los órganos del Estado frente a los particulares, como una garantía constitucional consagrada a favor de éstos, la que se vincula con el contenido del artículo 14 de la Ley Suprema de la Unión y que obliga a que los actos privativos de derechos que se emitan por las autoridades, deberán sujetarse a las formas previstas por la ley que al efecto se expida y con anterioridad al hecho que generó el acto autoritario.
 

Lo anterior nos lleva a concluir que las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, tienen el alcance de exigir que todo acto de autoridad, ya sea de molestia o de privación a los gobernados, deba emitirse por quien tenga facultad expresa para ello, señalando en el propio acto, como formalidad esencial que le dé eficacia jurídica, el o los dispositivos que legitimen la competencia de quien lo emita y el carácter con que este último actúe, ya sea que lo haga por sí mismo, por ausencia del titular de la dependencia correspondiente o por delegación de facultades.

En esta tesitura, se infiere que mencionar el ordenamiento jurídico y la disposición legal que le conceda atribuciones a la autoridad para emitir un acto de molestia tiene, en realidad, un solo objetivo, que consiste en brindar certeza y seguridad jurídica al gobernado frente a la actuación de los órganos del Estado, pues de esta forma el particular tiene conocimiento de los datos indispensables para la defensa de sus intereses; ya que de lo contrario, es decir, de eximir a la autoridad del deber de fundar con precisión su competencia, se privaría al afectado de un elemento que pudiera resultar esencial para impugnarla adecuadamente, cuando lo considere conveniente, al desconocer la norma legal que faculta a la autoridad a emitir el acto de molestia que afecta su esfera jurídica y, en su caso, de controvertir la actuación de aquélla cuando estime que ésta no se ajusta al ordenamiento jurídico que le otorga atribuciones para ello o cuando la disposición jurídica pudiere encontrarse en contradicción con la Constitución Federal.

Por tanto, la formalidad de fundar en el acto de molestia la competencia de la autoridad que lo suscribe, constituye un requisito esencial del mismo, toda vez que la eficacia o validez de dicho acto, dependerá de que haya sido realizado por el órgano de la administración, de que se trate, dentro del respectivo ámbito de sus atribuciones, regidas por una norma legal que le autorice ejecutarlas.

Así, al ser la competencia del órgano administrativo el conjunto de atribuciones o facultades que les incumben a cada uno de ellos, las cuales se encuentran establecidas en disposiciones legales que delimitan su campo de acción, y generan certeza a los gobernados, sobre los órganos del Estado que pueden, válidamente, afectar su esfera jurídica, no es posible considerar que para cumplir con los fines del derecho fundamental garantizado en el artículo 16 constitucional, baste la cita del ordenamiento legal que le otorgue competencia, ya que la organización de la administración pública en nuestro país está encaminada a distribuir las funciones de los órganos que la integren por razón de materia, grado y territorio, a fin de satisfacer los intereses de la colectividad de una manera eficiente; para lo cual, si bien es cierto que en una ley, reglamento, decreto o acuerdo, es en donde por regla general, que admite excepciones, se señala la división de estas atribuciones, no menos cierto lo es que aquéllos están compuestos por diversos numerales, en los que se especifican con claridad y precisión las facultades que a cada autoridad le corresponden.

Entonces, para respetar el principio de seguridad jurídica tutelado por el citado precepto constitucional, es necesario que en el mandamiento escrito que contenga el respectivo acto de autoridad se mencionen con puntualidad las disposiciones legales específicas que incorporen al ámbito competencial del órgano emisor la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado, por lo que debe señalar el precepto legal, que otorgue la atribución, con el señalamiento del apartado, facción, inciso, sub-inciso, e incluso transcribir la parte relativa, si se trata de una norma compleja, pues de lo contrario se deja en estado incertidumbre jurídica al gobernado.

En este sentido, resulta aplicable la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, visible en el Número 77, mayo de mil novecientos noventa y cuatro, que dice:

"COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. 

Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecue exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria."

De igual manera tienen aplicación a la controversia de referencia, los siguientes criterios jurisprudenciales:

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO.

 De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de 1994, página 12, de rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se desprende que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación, que establece dicho precepto constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia es necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que éste ignorara si el proceder  de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo por razón de materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no es permisible abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna clase de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmente, en una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.”

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE  TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE.
 De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno  de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.”

Como puede verse, las Tesis de Jurisprudencia transcritas, dan sustento al criterio de esta Sala, pues se establece, que la cita de la competencia de la Autoridad es una cuestión trascendente, y que debe ser citada de manera precisa y exhaustiva, por lo que debe señalar el precepto legal, que otorgue la atribución, con el señalamiento del apartado, facción, inciso, sub-inciso, e incluso transcribir la parte relativa, si se trata de una norma compleja, pues de lo contrario se deja en estado incertidumbre jurídica al gobernado.

En ese contexto, por lo que hace al acto impugnado en este juicio, se aduce que el mismo es violatorio de los principios de legalidad y seguridad jurídicas a que se ha hecho relación, toda vez que del análisis integro de la resolución administrativa, contenida en el oficio No. **********, de fecha 8 ocho de noviembre de 2022 dos mil veintidós dirigida a la apoderada legal de la persona moral denominada “**********, visible a fojas 50 y 51 de autos, se aprecia que la autoridad emisora incumplió con la obligación legal de establecer el dispositivo en el que se encuentra conferida su facultar para dictar el acto de molestia al particular, ya que como puede verse del mismo la demandada solo hace referencia en cuanto a su competencia, a los numerales 1, 9 fracción IX y 40 del Reglamento Interno de la Administración Pública del Municipio de Mexquitic de Carmona, S.L.P., 1, 2 y 12 del Reglamento de Catastro Municipal del mismo Ayuntamiento; al señalar textualmente en el párrafo primero de la citada resolución, que comprende el fundamento de la competencia de la emisora, lo siguiente:

“CONSIDERANDO”

“con fundamento en las facultades establecidas por los artículos  1, 9 fracción IX y 40 del Reglamento Interno de la Administración Pública del Municipio de Mexquitic de Carmona, S.L.P., 1, 2 y 12 del Reglamento de Catastro Municipal del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P.; ……”
Para mejor comprensión de lo anterior, se transcriben los dispositivos referidos por la autoridad demandada en el acto que se analiza, cuyo contenido es el siguiente:

Reglamento Interno de la Administración Pública del Municipio de Mexquitic de Carmona, S.L.P.

“Artículo 1º. Este reglamento es de orden público, interés social y de aplicación obligatoria.
“Artículo 9º. El Presidente Municipal se auxiliará en el desempeño de sus funciones de las siguientes dependencias municipales:
(I…VIII)

IX.- Dirección de Catastro;
“Artículo 40. La Dirección de Catastro Municipal, estará a cargo de un Director, quien además de las facultades y atribuciones que le señalen la ley de catastro del estado, la ley de ingresos para el municipio y demás legislación aplicable, se le tendrá las siguientes: 
I. Acudir a todas aquellas sesiones de Cabildo en las que sea solicitada su presencia a fin de informar respecto de algún punto relacionado con sus actividades, así como del correcto ejercicio de su función; 
II. Administrar y mantener actualizado el inventario de predios existentes en el Municipio con sus características y condiciones físicas, de ubicación, de dominio y de uso de suelo, con el fin de disponer de las bases para aplicación de contribuciones inmobiliarias, que se señalen en la ley de ingresos vigente para el periodo;
III. Hacerse cargo de emisión y cálculo de avalúos catastrales; 
IV. Elaborar y mantener actualizados los planos catastrales del Municipio; 
V. Comprobar físicamente las medidas y colindancias de un predio; 
VI. Emitir constancias de registro en el padrón catastral municipal y demás servicios similares, previo el pago de derechos establecidos en la Ley de Ingresos del Municipio; 
VII. Promover el desarrollo de los programas de regularización de la tenencia de la tierra y de la propiedad raíz entre otros; 
VIII. Elaborar y actualizar cada dos años, la tabla de valores de suelos y construcción; y, 
IX. Las demás que le encomienden el Ayuntamiento, Presidente Municipal, este Reglamento y otras disposiciones legales aplicables.
Reglamento de Catastro Municipal del Municipio de Mexquitic de Carmona, S.L.P.

ARTÍCULO 1°. EI presente reglamento es de orden público, de observancia obligatoria en el Municipio de Mexquitic de Carmona, de acuerdo al . artículo 115 y demás relativos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los artículos 114 y 115 de .la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, artículo 31incisob)y159 de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí.
ARTICULO 2°. Son objetivos del Catastro Municipal, sin perjuicio de lo dispuesto por el Artículo 73 de la Ley en su parte aplicable, los siguientes:
I. Obtener, clasificar, procesar y proporcionar información certificada concerniente al suelo y las construcciones del terreno urbano y rural del de Mexquitic de Carmona, S.L.P.;
II. Mantener en operación técnica para la formación, mejoramiento y conservación del catastro;
III. Determinar normas técnicas para proponer. tablas de valores unitarios, así como incremento y demérito;
IV. Integrar y conservar un sistema de información geográfica catastral;
V. Registrar, controlar y mantener permanentemente actualizados las características tanto cualitativas como cuantitativas de los bienes inmuebles comprendidos en su Jurisdicción territorial, para fines de ordenes fiscales, y demás fines multifinalitarios que se pudiera generar, y;
VI. Como fines específicos, también se encuentra la de localizar y deslindar para fines catastrales los predios ubicados dentro del territorio del Municipio; fijar zona urbanas y regiones catastrales de los predios urbanos y rurales.
ARTICULO 12. Sin perjuicio de las atribuciones que le confiere este reglamento, al Ayuntamiento o el Tesorero Municipal; la Dirección de Catastro Municipal desempeña enunciativamente  las siguientes funciones: 
l. Registrar todos los bienes inmuebles ubicados dentro del territorio del Municipio de Mexquitic de Carmona y mantener actualizada la información catastral de los predios ubicados dentro del territorio. del Municipio que permite su identificación catastral; pudiendo investigar y solicitar información a personas físicas y morales, oficiales o privadas para tal fin, además para ello podrá ordenar y practicar visitas domiciliarias;
II. Planear, organizar, dirigir, controlar, ejercer las funciones y prestar íos servicios catastrales en el Municipio; 
III. Presentar programas anuales al titular del área de su adscripción, para su aprobación;
IV. Establecer políticas de operación y cumplimiento de objetivos y metas; 
V. Coordinar las actividades de la Dirección; 
VI. Generar la estadística necesaria para la toma de decisiones, para la planeación y la recaudación; 
VII. Proporcionar el apoyo que requiera el Ayuntamiento y la Administración Municipal; 
VIII. Coordinar la correcta aplicación y operación de la Ley, Reglamento y Manuales en materia catastral; 
IX. Representar gráficamente la propiedad raíz, mediante la elaboración de mapas o planos cartográficos del Municipio, de los centros de población, planos por manzana y planos por zonas rurales del territorio del Municipio; 
X. Integrar el inventario de los bienes inmuebles que se encuentran ubicados dentro del territorio del Municipio, con el fin de mantener actualizado el Sistema de Gestión Catastral; 
XI. Integrar la cartografía urbana y rural del Municipio y mantenerla permanentemente actualizada; 
XII. Integrar, localizar, medir, describir y registrar los bienes inmuebles, describir sus principales características y asignación de la clave catastral; ordenar la verificación física con el fin de captar variaciones y actualizar base de datos; lo que podrá hacerse además con la información que presenta las 'personas con interés legal, fedatarios y autoridades competentes; 
XIII. Presentar al Consejo Técnico Catastral Municipal para su autorización propuesta de planos y tablas de valores que sirvan de base para el cobro de contribuciones, hecho lo anterior se presentara para su revisión y aprobación al H. Ayuntamiento y este a su vez lo enviará al Congreso del Estado para su aprobación y su publicación en el Periódico Oficial del Estado. Cuando el Ayuntamiento lo solicite se podrá solicitar la opinión del Consejo Técnico Catastral Municipal; 
XIV. Expedir y ejecutar por sí o por terceros los manuales de procedimientos a que se sujetarán los trabajos catastrales; Practicar avalúo técnico, solicitando de los  particulares los datos necesarios para la ejecución de los trabajos catastrales, así como autorizar los avalúas practicados, emitir y ordenar la modificación de las resoluciones del valor· catastral conforme a la Ley, y expedir certificaciones de· los datos y planos existentes en los registros del padrón catastral del Sistema de Gestión Catastral;
XV. Resolver las ·instancias de reconsideración que presenten los propietarios o poseedores de predios, con relación a la fijación del valor catastral. 
XVI. Calcular el importe del impuesto predial a liquidar por cada predio y formular por este concepto los presupuestos de recaudación del Municipio, para que sea turnado, para su aprobación y publicación en el Periódico Oficial del Estado, para los efectos legales que corresponda; 
XVII. Formular el avalúo de los predios previa orden de visita en los términos de ley; 
XVIII. Proponer e instrumentar los mecanismos de coordinación con las autoridades municipales para el intercambio de información catastral y realización de acciones conjuntas en la materia;
XIX. Elaborar sistemas de comercialización de productos de información digital, cartográficos y documental, derivados del Sistema Municipal de Información Inmobiliaria; 
XX. En los términos pactados, otorgar al Catastro del Estado, de San Luis Potosí la información que se genere en la base de datos del sistema de Gestión Catastral municipal para la actualización del catastro del estado en general y forme parte de la base de datos del Sistema Estatal de Información Inmobiliaria; 
XXI. Gestionar oportunamente ante la Unidad de Recursos Humanos las necesidades de recursos humanos y materiales necesarios para el desempeño de sus funciones;
XXII. Verificar que los servidores públicos reúnan las características y requisitos cualitativos. del puesto que se demandan para la eficiente prestación de los servicios catastrales, así como el cumplimiento de las diversas obligaciones legales a que estén sujetos como tales.
XXIII. Coordinar la expedición de las credenciales de identificación de los empleados al servicio del Catastro Municipal y demás constancias que acrediten la situación laboral de los trabajadores; 
XXIV Supervisar y realizar actividades de control interno en el ámbito general de los Departamentos Administrativos del Catastro municipal; 
XXI/. Revisar los informes que los encargados de las áreas técnicas y de análisis administrativo le presenten sobre la validación a modificaciones al padrón catastral; 
XXVI.·Coordinar y conjuntar de las demás Unidades Administrativas, el informe trimestral de avance en los 'programas presupuestales del Catastro Municipal y someterlo a la Unidad de Planeación Presupuestación y Evaluación del desempeño.
De los preceptos transcritos, se desprende primeramente que los numerales 1, 9 fracción IX y 40 del Reglamento Interno de la Administración Pública del Municipio de Mexquitic de Carmona, S.L.P., se refieren a que el reglamento es de orden público, interés social y de aplicación obligatoria; a la existencia de la Dirección de Catastro como órgano de la Administración Pública Municipal; a las facultades y atribuciones del Director de Catastro Municipal, destacando que en ninguna de ellas, se contenga referencia concreta a las facultades de la Dirección de Catastro, para emitir determinar créditos fiscales, como lo es el acto que hoy se controvierte ante este Tribunal de lo Contencioso Administrativo.

Por su parte los artículos 1°, 2° y 12  el Reglamento de Catastro Municipal del Municipio de Mexquitic de Carmona, S.L.P., estatuyen en primer lugar, la obligatoriedad del mismo en el municipio; en segundo lugar, señala como objetivos de Catastro Municipal el Obtener, clasificar, procesar y proporcionar información certificada concerniente al suelo y las construcciones del terreno urbano y rural del municipio, Mantener en operación técnica para la formación, mejoramiento y conservación del catastro; determinar normas técnicas para proponer tablas de valores unitarios, así como incremento y demérito; Integrar y conservar un sistema de información geográfica catastral; Registrar, controlar y mantener permanentemente actualizados las características tanto cualitativas como cuantitativas de los bienes inmuebles comprendidos en su Jurisdicción territorial, para fines de ordenes fiscales, y demás fines multifinalitarios que se pudiera generar, y localizar y deslindar para fines catastrales los predios ubicados dentro del territorio del Municipio; fijar zona urbanas y regiones catastrales de los predios urbanos y rurales; en tercer lugar, se refieren a las funciones de la Dirección de Catastro Municipal, debidamente precisadas en veinticinco fracciones.

Sin embargo, de ninguno de los numerales citados por la autoridad emisora del actor, se desprende que le confieran facultades a la Dirección de Catastro del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., para emitir el acto que hoy se controvierte, como lo es, la determinación del crédito fiscal  ante este Tribunal de lo Contencioso Administrativo, dado que la naturaleza jurídico el impuesto predial es la de crédito fiscal.
Lo anterior, sin que implique desconocimiento de las facultades conferidas a dicha Dirección, pues según los dispositivos aludidos, no se advierte cita del dispositivo legal que contenga la atribución de la titular de la Dirección de Catastro Municipal, para emitir el acto de la naturaleza que se trata, lo que implica desatención a la garantía de legalidad y seguridad jurídica, ya que no se brinda la oportunidad al particular, de conocer sobre la base de los dispositivos invocados, que el emisor del acto de molestia fue dictado por autoridad dotada de competencia legal para ello.

Por consiguiente, en la especie, se actualiza la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la omisión de requisitos formales, como lo son la fundamentación de la competencia de la autoridad; toda vez que, la Directora de Catastro del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., fue omisa en justificar debidamente la competencia para emitir el acto de la naturaleza de que se trata.

No obsta a lo anterior, que la emisora del acto, al momento de formular su contestación de demanda, para justificar la emisión de la determinación del monto del impuesto predial, para el ejercicio fiscal 2022, narró lo siguiente:

“…debe señalarse que el predio en referencia se encuentra ubicado en **********, razón por la cual se le asignó el valor catastral máximo, previsto para el sector ********** contenido en el Decreto 0152.- Valores de Suelo Urbano, así como la Construcción del Ayuntamiento de Mexquitic de Carmona, S.L.P., Ejercicio Fiscal 2022, publicado el 14 de diciembre de 2021 en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, que a la letra dice:
(…)

Lo anterior, debido a que, en el ordenamiento en cita, no se precisaron los valores unitarios de suelo suburbano  y por ende esta Autoridad Catastral, realizo una reevaluación en la que se le asignó un valor unitario de suelo provisional, tomando como base los aprobados para el sector **********, que comprende las localidades de Los Hernández, La Campana, Cruces y Carmona, Suspiro Picacho, San Marcos Carmona, La Cruz, Guadalupe Victoria y El Desierto, toda vez que cuenta con características similares”

Sin embargo, lo cierto es, que en su contestación de demanda no puede mejorar el acto impugnado, atendiendo a lo previsto en el artículo 244, párrafo tercero, del Código Procesal Administrativo para el Estado, además de que, tampoco se advierte que cite fundamento legal alguno, en el que se le otorgue competencia para la emisión del acto impugnado, dado que se concreta a señalar que se aplicó por similitud lo precisado para el sector **********.
En ese orden de ideas, al ser la causa de ilegalidad la indebida fundamentación de la competencia del funcionario que emitió el acto impugnado, lo conducente es declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado. El criterio que adopta ésta Sala, se apoya en la las Tesis de Jurisprudencia del Pleno y Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y en la Tesis Aislada del Pleno de dicho Alto Tribunal, que abordan el problema jurídico concreto, y que a continuación se transcriben:

“NULIDAD. LA DECRETADA POR INSUFICIENCIA EN LA FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA, DEBE SER LISA Y LLANA..- En congruencia con la jurisprudencia 2a./J. 52/2001 de esta Segunda Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, noviembre de 2001, página 32, con el rubro: "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO.", se concluye que cuando la autoridad emisora de un acto administrativo no cite con precisión el apartado, fracción, inciso o subinciso correspondiente o, en su caso, no transcriba el fragmento de la norma si ésta resulta compleja, que le conceda la facultad de emitir el acto de molestia, el particular quedaría en estado de inseguridad jurídica y de indefensión, al desconocer si aquélla tiene facultades para ello, por lo que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deberá declarar la nulidad lisa y llana del acto administrativo emitido por aquélla, esto es, no la vinculará a realizar acto alguno, por lo que su decisión no podrá tener un efecto conclusivo sobre el acto jurídico material que lo motivó, salvo el caso de excepción previsto en la jurisprudencia citada, consistente en que la resolución impugnada hubiese recaído a una petición, instancia o recurso, supuesto en el cual deberá ordenarse el dictado de una nueva en la que se subsane la insuficiente fundamentación legal..-  Contradicción de tesis 34/2007-SS.”

Las negrillas y el Subrayado son nuestros.
En consecuencia, con fundamento en los 250 fracción I y II, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí de San Luis Potosí, lo precedente es declarar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ total del acto administrativo impugnado y por consecuencia la NULIDAD lisa y llana de dicho acto, consistente en la resolución administrativa, contenida en el oficio No. **********, de fecha 8 ocho de noviembre de 2022 dos mil veintidós, dirigida a la apoderada legal de la persona moral denominada ********** ********** en la que se determina a la citada persona moral, el monto del impuesto predial correspondiente al año 2022, del predio denominado “**********” a nombre de **********, con clave **********la cantidad de ********** visible a fojas 50 y 51 de autos.
En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora. Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer   Tribunal  Colegiado  del   Segundo  Circuito,  Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página:   466, que a la letra dice:

 CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7 fracción VI, 9 fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248, 249 y 250 fracción I y II, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto reclamado, consistente en consistente en la resolución administrativa, contenida en el oficio No. **********, de fecha 8 ocho de noviembre de 2022 dos mil veintidós, dirigida a la persona moral denominada “********** en la que se determina el monto del impuesto predial correspondiente al año 2022, del predio denominado “**********” a nombre de **********, con clave **********la cantidad de ********** y por consecuencia la NULIDAD del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.

TERCERO.- Notifíquese
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. RUBRICAS.

“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
�ARTICULO 250(…) La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.


� Novena Época, Registro: 170827, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  XXVI, Diciembre de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 218/2007, Página: 154.


      �“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. (…)”


� “Articulo 14. (…)Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.”





� Novena Época, Registro: 177347, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXII, Septiembre de 2005, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 115/2005, Página:   310.


� Novena Época, Registro: 172182, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXV, Junio de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 99/2007, Página:   287.





